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Prefacio


 El presente estudio acomete una reflexión jurídico-constitucional a propósito del Parlamento Europeo (PE). Intenta cubrir lo que aún hoy —35 años después de consumada la adhesión de España a la integración supranacional europea en las entonces llamadas CCEE— continúa siendo una laguna, en cierto modo incomprensible. El PE es un territorio apenas explorado, bajo un persistente déficit de atención en la ciencia del Derecho constitucional español, comparado y europeo, tal como se practica esta disciplina en España.

Sorprende, efectivamente, la ausencia de escritos monográficos dedicados a estudiar las características electorales, institucionales, estructurales, funcionales y operativas de la única Institución de la arquitectura de la UE directamente electiva, esto es, legitimada directamente por el voto, el sufragio universal de la ciudadanía de los Estados miembros (EE.MM). Es lo que aquí abordamos.

Como todo Parlamento, el PE cumple lo que en ciencia política conocemos como funciones expresas (o patentes) vs funciones larvadas, potencialidades de integración y promoción de un ethos y un pathos de pertenencia a una comunidad política, en lo simbólico y en lo cívico Y, como con todo Parlamento, su comprensión exige la conjugación de variables tangibles —susceptibles de análisis y corroboración—, junto a otras intangibles, expuestas a su discusión controvertida y polémica, susceptibles de hipótesis alternativas o abiertas a su interpretación y/o su valoración. Y como en todo Parlamento, su explicación requiere combinar consideraciones relativas al mandato individual del miembro electo del PE (la respectiva cuota alícuota de soberanía del espacio político de que se trate) y a la representación parlamentaria conjunta del cuerpo político o comunidad de que se trate.

Análogamente, el PE describe e integra un alto nivel de pluralismo político en su representación del cuerpo electoral de referencia (la ciudadanía europea, que lo es por ser ciudadanía de sus EE.MM). Y exhibe pluralismo también en la estructuración y articulación dinámica de sus funciones, competencias y tareas cotidianas, en multiplicidad de planos. Esta dimensión dinámica se revela, como habremos de ver, con perfil e intensidad particularmente acusada en su examen comparado.

Pero, distintivamente, el PE se perfila como un cuerpo único en su género. Representación multinacional y multilingüe. Factoría de integración supranacional. Generador de un demos en conformación progresiva (y a menudo problemática).

Las páginas que siguen intentan, por un primer lado, dar cobertura doctrinal al relativo descubierto de una Institución crucial en el proceso histórico de la construcción europea: el PE. De otro, condensar mis visiones y experiencias personales, fruto de mis años de trabajos europeos y compromiso europeísta.

Hay, pues, en esta reflexión un componente personal. Una lectura de mis propias vivencias como eurodiputado durante más de 10 años. A lo largo de una década de actividad en el PE, he sido cabeza lista socialista en las elecciones de 2009, y Presidente en dos Legislaturas de la Comisión de Libertades, Justicia e Interior (Comisión LIBE del PE). La de más amplio espectro de competencias legislativas y mayor carga de trabajo (y mayor frecuencia de votos en procedimientos legislativos sustanciados en el Pleno) del PE. Se comprenderá que confiese, antes de emprender el examen que desarrollo en este libro, mi pasión (que es personal, intelectual y política) por las materias de que entiende la Comisión LIBE (derechos y libertades, ciudadanía, fronteras, Schengen, migraciones, asilo, cooperación judicial, Derecho Penal y Procesal penal, Seguridad, Fiscalía..,). Pero también que esa pasión explique el Capítulo específico (el 5) que dedico a esta temática en la medida que narra, como ninguna otra, el crecimiento del PE como Legislador.

Ostentando la Presidencia de la Comisión LIBE del PE, presidí asimismo la Comisión especial de Investigación sobre la Mass Surveillance de la NSA en la UE (Vigilancia masiva de las comunicaciones y de los datos personales por la Agencia Nacional de Seguridad de los EEUU: Caso Snowden) en la Legislatura 2009/2014.

Además, he desempeñado tareas como miembro de todos los Intergrupos del PE contra la Discriminación. He sido Presidente del Grupo contra el Antisemitismo y Vicepresidente de la Asamblea Paritaria UE ACP en la Legislatura 2014/2019. En esta Legislatura fui también miembro de las Comisiones especiales de Investigación sobre Terrorismo y Crimen Organizado y de la Comisión sobre la Evasión Fiscal y los Paraísos Fiscales (Papeles de Panamá).

De todas estas experiencias resultan algunas enseñanzas que propongo compartir a lo largo de estas páginas. Es cierto que el PE forma parte, como capítulo obligado, de los manuales disponibles sobre Derecho Europeo. Y que aspectos específicos de su régimen institucional, sus competencias legislativas o su producción normativa han recibido comentarios en revistas jurídicas y monografías especializadas. Pero, creo, también lo es que la literatura disponible no cuenta a día de hoy con un repaso general a la singularidad del PE en la óptica del parlamentarismo comparado, no exenta de conciencia crítica (y, en lo necesario, autocrítica) basada sobre su experiencia. Una experiencia, añado, única, en muchos conceptos.

En este libro acometo una aproximación al paulatino crecimiento del PE en el contexto del constitucionalismo europeo, estrechamente conexo a la teoría y la práctica del federalismo europeo. (Capítulo 1). Ese es el contexto en que la constitucionalización del PE nos permitirá enfocar la problemática del «déficit democrático», que identifico como un déficit de comunicación con la ciudadanía de su representación (Capítulo 2).

Examino a continuación la configuración institucional del PE, poniendo el acento en sus singularidades desde la óptica del parlamentarismo comparado, lo que realza su contraste con los arquetipos que perviven en los Parlamentos nacionales de los EE.MM de la UE. Los comentarios dedicados a su especial estructura y su funcionamiento incluyen una explicación de sus procedimientos de toma de decisiones legislativas, presupuestarias, junto a otros complementarios (Capítulos 3 y 4).

Me detengo en la experiencia del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia (ESLJ, Título V del TFUE). No solo porque es la médula de mi aprendizaje personal como Presidente de la Comisión LIBE. Sino también, sobre todo, porque, a mi juicio, este expresa como ningún otro ámbito competencial del PE la dimensión política de la construcción europea, y el refuerzo competencial que el Tratado de Lisboa (TL) imprime al PE como poder legislativo ordinario de la UE (Capítulo 5).

Prosigo el examen ocupándome de las vías de diálogo y cooperación del PE con la ciudadanía, con la sociedad civil, con las ONGs y organizaciones cuyos intereses legítimos penden de sus decisiones, además de las figuras de lo que denominamos diplomacia parlamentaria (la acción exterior del PE en la globalización) (Capítulo 6).

Y concluye este trabajo con una reflexión sobre el PE en clave constitucional, apuntando a las reformas que surjan de la Conferencia sobre el Futuro de la UE convocada por la Comisión Europea presidida por la Presidenta Von der Leyen en la Legislatura 2019/2024 (Capítulo 7).

De modo que nuestra introducción acerca del itinerario histórico y constitucional de la integración europea con vocación federativa, basada en la evolución del PE y en su comparación con los Parlamentos nacionales y con el arquetipo del parlamentarismo (Capítulo 1), vendrá a darse la mano con nuestra recta final: el Capítulo 7, en que presentaremos reflexiones conclusivas.

Juan F. López Aguilar






Invitación a la lectura


 La incidencia real de la Unión Europea sobre nuestras vidas no se corresponde con el relativo desconocimiento que de sus instituciones tenemos los ciudadanos europeos. La complejidad de su organización y sus complejos procedimientos de toma de decisión no siempre han sido explicados con rigor y sencillez. El profesor Juan Fernando López Aguilar nos ofrece en este trabajo la información que cualquier ciudadano necesite para conocer del funcionamiento de la Unión y especialmente de su Parlamento. Lo hace con las mejores credenciales para acometer esta tarea: es un Catedrático de Derecho Constitucional, ha sido Ministro de Justicia de España, diputado en el Congreso y ahora eurodiputado y presidente del Comisión de Libertades, Justicia e Interior (LIBE) del Parlamento Europeo. Es decir, sabe muy bien lo que dice porque habla de lo que sabe.

De la lectura de este trabajo, obtenemos una visión privilegiada sobre la organización, el funcionamiento, el significado y el futuro del Parlamento europeo y, en concreto, de su procedimiento legislativo y de toma de decisiones. En un lenguaje sencillo nos ofrece la información necesaria para ver el notable crecimiento de los poderes del Parlamento desde la primera elección democrática en 1979, pasando por el aumento de competencias a través del Acta Única en 1986, la codecisión en el Tratado de Maastricht, hasta llegar al marco actual de la Unión Europea aprobado en Lisboa en 2007.

Pero además de proporcionar, desde la propia sala de máquinas, un conocimiento preciso del funcionamiento de la Unión y en concreto del Parlamento, el profesor López Aguilar llama la atención sobre la importancia de la Conferencia sobre el futuro de Europa, cuya realización es un compromiso de la Comisión Von der Layen y que tendrá lugar próximamente. Respecto a esta Conferencia, el Parlamento Europeo ya ha manifestado su convicción de la necesidad de acometer definitivamente cuestiones de las que depende que los ciudadanos europeos conecten más firmemente con sus representantes.

Es un hecho avalado por la sociología electoral que la ciudadanía, y sobre todo las generaciones más jóvenes, están cada vez más desligadas de las instituciones tanto nacionales como europeas. No se sienten representadas ni por los parlamentos ni por los gobiernos. Hay que revertir esta tendencia y ponerle freno a la creciente desafección, porque la construcción de Europa no puede ser una obra de políticos, sino que debe hacerse entre todos. La llamada de atención al respecto del profesor López Aguilar no puede ser más oportuna.

Si se quiere construir un espacio público europeo que exista más allá del papel, si queremos reforzar, como decía otro gran constitucionalista como Bockenförde, la cadena de legitimidad que une al ciudadano con sus representantes, es preciso acometer la cuestión pendiente del Acta Electoral Europea, fortaleciendo las bases comunes del Derecho Electoral de los Estados Miembros para las elecciones europeas. Y se debe hacer pensando no sólo en una más fiel fotografía del espectro ideológico y político de las ciudadanas y ciudadanos europeos sino como una forma de comprometerles con el destino de Europa.

Hay que re-parlamentarizar, nos dice el profesor López Aguilar, la Unión Europea y eso implica seguir extendiendo los poderes legislativos del Parlamento, dotarle de los instrumentos para que refuerce su control sobre la Comisión y reflexionar a propósito de su función en la aprobación de los Presupuestos. Y si de verdad se quiere construir un auténtico espacio público europeo asimismo se requiere, nos asegura, que la próxima Conferencia relance el principio del SpitzenKandidat (elección por los ciudadanos del Presidente de la Comisión) y adopte las medidas normativas para que este sistema sea vinculante y su aplicación no dependa de la coyuntura del momento.

El trabajo del profesor López Aguilar, así pues, es una excelente puesta al día del pasado del Parlamento Europeo y de su presente, elaborada desde el conocimiento que le proporciona su prestigio académico y su sólida experiencia como miembro de las Cortes de España, Ministro de Justicia y ahora eurodiputado. No habla por hablar: habla de lo que sabe y hay que agradecerle que, como buen intelectual, ponga sus conocimientos a disposición de quienes sentimos el interés y el compromiso por la construcción de Europa. Las últimas crisis mundiales —económica, financiera, social y sanitaria— ponen de manifiesto una vez más que los Estados son demasiado pequeños para los grandes problemas de nuestro tiempo. Y que nuestro futuro —el futuro de España y de los españoles— está en Europa. O, como decía Ortega y Gasset, que sólo vista desde Europa tienen solución nuestros problemas. Era verdad ya en 1914 y lo es todavía más hoy, en 2020.

He leído con gusto este último (por ahora) trabajo del profesor López Aguilar, al que sigo intelectual y políticamente desde hace ya tiempo. Y animo a su lectura porque, como comprobará el lector, el profesor, parlamentario y ex Ministro de Justicia sabe de lo que está hablando porque siempre habla de lo que sabe.

Pablo Zapatero Miguel

Secretario de Estado de Justicia







Capítulo 1 Introducción al PE: un parlamento único, en una experiencia única. Una aproximación de derecho comparado


 El Parlamento Europeo (en adelante, PE) es una institución única.

Lo es en el estricto sentido atinente a sus características institucionales, únicas. Y lo es en su contexto de Derecho comparado. Lo es, por eso, en el examen de sus características y potencialidades, únicas, en Derecho comparado y Política comparada (Comparative Law & Comparative Politics). Porque lo es en el despliegue histórico de una experiencia asimismo carente de precedentes: la de la integración supranacional europea, fundada y regida por medio del instrumento del Derecho.

En este Capítulo 1 propongo un paseo por la historia de ese proceso aun en marcha, desde las categorías del constitucionalismo, conexas al federalismo en la articulación jurídica de la complejidad, y del parlamentarismo como arquetipo comparado o tipo ideal susceptible de contraste con el PE. Empecemos por los fundamentos.

La UE es una genuina experiencia de integración supranacional basada, sí, en el Derecho. De hecho, es el más exitoso experimento hasta la fecha de democracia supranacional ensayado hasta la fecha. Y, no por casualidad, ha tenido lugar a escala continental europea. Quiere con ello afirmarse, para empezar, que la UE es un producto del Derecho. Del artefacto jurídico como técnica de pacificación de conflictos. Lo que es decir lo mismo: la UE NO es una unidad identitaria o nacional, ni étnica, ni lingüística, ni tampoco religiosa. No, la UE NO responde al patrón de identidades nacionales. Su unidad sólo tiene sentido si es una Unión en Derecho. Del Derecho como técnica de pacificación de conflictos en Europa. Conflictos entre europeos y conflictos intraeuropeos, históricamente arrastrados, en los que el continente se enfangó, en ocasiones innúmeras, en sangrientas guerras y dolorosas conflagraciones, cada vez más devastadoras. Es porque, cabalmente, el Derecho aprende de esas lecciones de su historia por lo que la UE es resultado del incuantificable daño causado por la I Gran Guerra (1914/1918) y de su epígono —a peor, surcado de estragos todavía más catastróficos—, la II Guerra Mundial (1939/1945).

Y la UE es fruto del Derecho, también, en la medida en que el Derecho opera como herramienta de civilización. De garantía de libertades y de limitación del poder. El Derecho en la UE sólo resulta concebible en el marco de una herencia liberal, democrática y social netamente europea. Se funden en ella los hierros del así denominado Estado de bienestar (Welfare State, WohlStaat), capaz de conjugar con éxito derechos y libertades, Estado constitucional de Derecho (separación de poderes, Poder Judicial independiente, tutela judicial de derechos), imperio de la ley, democráticamente legitimada, y democracia representativa con pluralismo político y protección de minorías (art. 2 TUE), junto a una red servicios y prestaciones públicas que dan soporte material al Estado social/modelo social europeo.

Sobre estas bases —la cultura jurídica de las así denominadas «tradiciones constitucionales comunes» que actúan como principios generales del Derecho de la UE (art. 6.3 TUE)—, se ha construido el proceso de integración supranacional de escala continental que es la construcción europea. Pero también sus específicas técnicas de relación con los ordenamientos de sus EE.MM, que adquieren la categoría de «Estados integrados» de Europa. Y ello es así toda vez que la Unión no ha disuelto los Estados: no ha extinguido ni sobreseído sus ordenamientos internos, ni ha disuelto ni suprimido en la complementaria (y derivada) ciudadanía europea la preexistente (y perviviente) ciudadanía de que disfrutan los ciudadanos de los EE.MM. Antes bien, la ciudadanía nacional de los EE.MM es precisamente el título desde el que ésta accede a esa complementaria ciudadanía europea que en nada disminuye ni empeora dicho status; lo enriquece y lo refuerza ante los poderes públicos con una progresiva experiencia de ciudadanía multinivel y multilayered governance.

Precisamente por ello, desde el punto de vista político, la UE puede ser descrita como una genuina experiencia de gobierno multinivel sobre una comunidad política todavía en construcción. Esta estructura incluye varios escalones: local, subestatal, estatal, y supranacional. Todos y cada uno dotados de sus procesos políticos e instituciones propias de representación (Título I TUE). Al mismo tiempo, desde el punto de vista jurídico, y para asegurar el objeto de su interrelación con los ordenamientos de los EE.MM, la UE ha debido enfrentarse al esfuerzo de ahormar los principios vertebrales de su ordenamiento propio.

Tal y como ha explicado una doctrina inabarcable, esos principios son los de primacía, eficacia directa, aplicación uniforme y atribución de competencias en el marco del cumplimiento de los objetivos y fines asignados a la Unión. En cuanto postulado introductorio a su comprensión de conjunto, la configuración de estos principios vertebrales lo debe todo a la obra jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la UE (TJUE) con sede en Luxemburgo. Es este el genuino embrión de un Poder Judicial distintivo de la UE en diálogo permanente con los Poderes Judiciales de los EE.MM coronados, en su caso, por sus respectivos Tribunales Constitucionales y Tribunales Supremos, llámense como se llamen.

Por eso la historia del ordenamiento autónomo de la UE está jalonada con referencias a la doctrina del TJUE. Sus sentencias más señeras se corresponden cada una con otros tantos principios vertebrales de su sistema jurídico o de su relación con los ordenamientos de los EE.MM (casos Van Geend & Loos 1963, Costa 1964, Simmenthal 1969, Internationale Handelgesselshaft 1970, Nold 1974, Les Verts 1986, Factortame 1990, Marleasing 1990, Zückerfabrick 1991, Francovic y Bonifaci 1991, Alemania v. PE y Consejo 1997, Pupino 2003… y así hasta hoy).

Advirtamos de inmediato una nota adicional: la naturaleza del ordenamiento propio de la UE es autónoma respecto de los de los EE.MM (procede de fuentes propias). La construcción de su acervo es intensamente pretoriana: se la denomina así por su factura judicial, a la luz de la configuración jurisprudencial decisiva de sus bases y sus avances en el curso de la historia. Tanto el sistema de recursos ante el TJUE —cuestiones prejudiciales de interpretación y validez, recursos de anulación y por omisión, incumplimiento o responsabilidad extracontractual, además del control previo de los acuerdos internacionales y la adopción de medidas cautelares— como su propia estructura explican esa dimensión que llamamos pretoriana. Esto es, su configuración jurisprudencial, a golpe de decisiones históricas del TJUE, como una encrucijada de referencias comparadas y fuentes de origen diverso, con notables influencias del modelo francés.

Pero esos recursos judiciales y la estructura del TJUE acreditan asimismo una clara confluencia con los caracteres propios del prototipo federal: La configuración evolutiva del TJUE exhibe concomitancias con la conformación histórica del Tribunal Supremo de EEUU tal y como hoy lo entendemos: el gran órgano motor de la federalización de la Unión norteamericana a escala continental, a partir de su primera versión en los Articles of Confederation (1776) y su versión definitiva en la Constitución de los EEUU de 1787 y de la Judiciary Act tempranamente aprobada en 1793.

Se comprende fácilmente que la lectura prospectiva de un «constitucionalismo» propio y distintivo de la UE haya dado lugar a una producción doctrinal de inabarcable amplitud.

Entendemos por constitucionalismo el movimiento histórico (doctrinal, ideológico y político) orientado a asegurar la legitimación en Derecho de los poderes públicos, al tiempo que a fundar, estructurar y limitar en Derecho la forma de los poderes, sus contenidos, competencias y su relación con los ciudadanos, a los que se reviste de espacios de inmunidad judicialmente garantizados (derechos fundamentales y libertades públicas).

Conforme a esta perspectiva, el decurso de la estructuración jurídica del poder político con relación a un territorio —que es, junto a la población y a la organización política de la comunidad, uno de los elementos compositivos del Estado— es el cimiento en que se apoya la dimensión constitucional de la organización territorial del poder y de la distribución de competencias de los distintos escalones de poder sobre un mismo territorio y una misma población.

Por ello, tanto en la historia como en la elaboración doctrinal, los dos debates —relativos, por un lado, a la federalización, al tiempo que, por el otro, a la constitucionalización— han tenido lugar en carriles paralelos pero interconectados. En términos históricos, políticos y doctrinales, constitucionalismo y federalismo se muestran inextricablemente unidos. No es casual: es indicativo de hasta qué punto el proceso federal es en sí mismo, tanto en términos históricos como en Derecho comparado, motor del constitucionalismo. No en vano la Constitución de los EEUU surgida el 17 de septiembre de 1787 en la llamada Convención de Filadelfia es considerada, a justo título, la más temprana expresión del moderno constitucionalismo escrito (—puesto que la constitución británica ha sido largamente entendida como una suma de convenciones, prácticas vinculantes y leyes parlamentarias identificadas por su objeto y alcance constitucional, ajena sin embargo al modelo del texto compacto revestido de rigidez—), al tiempo que fue un acicate para la superación del estadio «confederacional» anterior, reputado insuficiente vistas sus limitaciones y disfuncionalidades.

A estas alturas de la historia constitucional, la doctrina jurídica del federalismo ha desarrollado altos extremos de sofisticación y flexibilidad a la hora de dar cuenta, con criterios mínimamente homogéneos, de la multiplicidad de experiencias, orígenes y formas de la estructuración territorial del poder conducentes a dar cabida a la pluralidad y a la complejidad dentro de una cierta unidad: E pluribus unum, reza, elocuentemente, el lema federal de EEUU. Del mismo modo, el de la UE postula «unidos en la diversidad», … aun cuando en ocasiones cruciales de la historia reciente se haya mostrado a sus EE.MM, en demasiadas ocasiones, en un patético estado de desunión rayana en el lema alternativo: «desunidos ante la adversidad».

Porque, efectivamente, el objeto y el propósito del federalismo y del entero ideal federativo no es otro que ahormar la complejidad y la diversidad territorial en una unidad jurídica y política reconocible. Una unidad que es sujeto del Derecho internacional (casi siempre bajo la forma de Estado, globalmente dominante). Y ello por más que sean distintas las pautas históricas de su conformación, o por más que sean diferentes los ciclos constituyentes y las formas constitucionales que se dicen federales. Baste pensar en el cuadro heterogéneo de contrastes que dibujan los ejemplos de EEUU, Canadá, Suiza, Alemania, Austria, Bélgica, Australia, México o Nigeria, entidades estatales todas ellas formalmente federales según sus Constituciones. Por no hablar de las que integran la estructuración territorial del poder sin denominarse federales, como es el caso de España, Italia o Reino Unido.

De acuerdo con este marco comparado, y al margen de la discusión histórica que sugiere que los federalismos surgen de la agregación de entidades preexistentes (como EEUU, Suiza o Alemania) más que de la descentralización de Estados antes unitarios (Bélgica, España, Italia…), lo cierto es que los rasgos más sobresalientes del federalismo incluyen, cuando menos, los siguientes factores definitorios:


	
a)  Constitución federal integradora de los ordenamientos de las entidades federadas (a menudo fundados en Constituciones regionales, o Estatutos revestidos de fuerza constitucional);

	
b)  Reparto constitucional de competencias, con expresa atribución constitucional de las competencias del Estado (la federación, la Unión, el Bund);

	
c)  Regulación de un régimen de reforma constitucional que integra para ese objetivo la participación de las entidades federadas (los Länder, las regiones, las provincias, los estados de la Unión);

	
d)  Establecimiento de un órgano de garantías del reparto de poderes, competencias y atribuciones entre las partes y el todo (un Tribunal Constitucional o Supremo, dotado con jurisdicción superior y de alcance general, federal).



De modo que los demás rasgos habitualmente colacionados en el análisis comparativo (Carta federal de derechos y libertades ciudadanos vinculantes para todas las partes además de para el todo; inexistencia, en principio, de un derecho formal de secesión o ruptura unilateral del pacto federativo, así denominado foedus) son complementarios de aquéllos, no imprescindibles ni homogéneos en todas las experiencias. Y es en atención a todo ello que hablamos, en propiedad, de un «patrón federativo» (un pattern, un modelo, un tipo ideal o arquetipo) más o menos concretado en las distintas experiencias, y no de un «canon federal» normativamente transportable a los muy diversos casos de la estructuración territorial del poder y, consiguientemente, de su reparto compartido. No existe un «canon federal»: existen, distintivamente, experiencias federales, ninguna idéntica a ninguna otra, todas históricamente condicionadas por sus características irrepetibles y por su idiosincrasia.

Lo cierto, y en lo que nos importa, es que el ciclo constitucional federal acaba por aherrojar una síntesis de contenidos materiales en los que cuaja el embrión de la identificación básica del objeto del constitucionalismo como movimiento histórico: fundar, estructurar y limitar el poder político a Derecho en una determinada comunidad política, darle forma con la herramienta del Derecho, y someter a Derecho sus relaciones con los ciudadanos, sujetos del cuerpo político y de la soberanía, garantizando ámbitos de libertad inviolable para sus ciudadanos (derechos constitucionales que pasan, por ello, a ser categorizados como «fundamentales»).

Es una premisa histórica asumida la que, desde la modernidad y en la contemporaneidad, la forma política hegemónica en la escala planetaria ha sido la del Estado. Tanto es así que entendemos por Estado la comunidad política que integra una población fijada a un cierto territorio y sometida a un conjunto de instituciones y poderes. La «era westfaliana» (así llamada por provenir de la consagración de la forma política estatal identificada con la adopción del Tratado de Westfalia que, en 1648, puso fin en Europa a la sangrienta «Guerra de los Treinta años») fija, perdurablemente, la reflexión constitucional en la identificación de los tres elementos compositivos del Estado: un sujeto político en una comunidad humana, en la suma de individuos (el pueblo, la ciudadanía del Estado); un territorio estatal (la delimitación espacial del ámbito de competencias y atribuciones del Estado); y una organización jurídico-política del poder (una arquitectura de Estado, tendencialmente asociada, de acuerdo con la doctrina de la separación de poderes, con una distribución de funciones distintivas del poder público estatal en otros tantos órganos del cuerpo estatal: ejecutivo, legislativo y judicial, de acuerdo con la tratadística clásica, iniciada, según una interpretación generalmente aceptada, en Locke y Montesquieu).

Pues bien, hace tiempo que se escribe de la globalización —en tanto que esta sería la «escala definitiva de lo humano»— como desembocadura y síntesis superadora de aquella tan prolongada pero ya periclitada era westfaliana. La globalización aparecería sistémicamente requerida, por tanto, de un constitucionalismo parejo a su envergadura: un genuino constitucionalismo de la globalización. Se trataría así de proporcionarle el adecuado sustento teórico-constitucional, así como las pertinentes formas constitucionales que puedan dar cuenta adecuada de la integración regional y supranacional de Estados (que, sin embargo, no se disuelven por el hecho de su integración supranacional, sino que, al contrario, persisten).

Nos hallaríamos pues ante la organización jurídica y política de comunidades humanas supranacionales, pero también posnacionales. Comunidades establecidas sobre territorios permeables a nuevas reglas jurídicas de la libre circulación, las comunicaciones, los transportes, y la apertura global a los mercados y al comercio. Y, lo que es más importante, requeridas de una nueva conceptualización de la ciudadanía abierta, opuesta no ya su antigua antinomia (el «súbdito», en cuanto sujeto a un soberano no democrático, por oposición al ciudadano, sujeto de una soberanía popular democráticamente legitimada) sino a la apertura a una nueva frontera global de humanidad cosmopolita, carente de bases lingüísticas o étnicas homogéneas, como fue el caso, antaño, de las comunidades políticas de la era de Westfalia.

La ciudadanía en la era de la globalización no solamente supone el ocaso inexorable de la sujeción política anteriormente imperante (la de la transición de la sujeción del «súbdito» a la del «soberano», lo que quiera que esto significase en cada tiempo y lugar). La nueva ciudadanía habrá de ser, por eso mismo, una ciudadanía abierta. Abierta a la estratificación de estatutos de sujeción política a derechos y obligaciones, complementarios, mutuamente interactivos, pero también acumulativos. Se trata de una dimensión abierta, como nunca antes, al manejo permanente de la complejidad y de una nueva identidad multidimensional.

Es en este contexto donde procede poner en hora el reloj de nuestra comprensión de las categorías constitucionales heredadas del pasado. Por recientes y fecundas que nos puedan parecer, esas categorías deben ser superadas para favorecer sus nuevas aplicaciones al complejo, lábil, dinámico y sofisticado proceso de construcción europea (incluyendo las categorías relativas a la federalización, al sistema de fuentes, a las garantías judiciales, a los derechos y libertades, a la ciudadanía, al demos europeo, al territorio de la UE y a la arquitectura institucional).

La primera consecuencia de este tránsito entre las sucesivas dimensiones de la ciudadanía se infiere con facilidad: reside en la superación de los límites del concepto históricamente heredado de la «soberanía».

Desde su formulación, inequívocamente vinculada a la doctrina del absolutismo político (una teoría del Estado tributaria de Jean Bodin y Thomas Hobbes, entre otros pensadores de la modernidad en los siglos XVI y XVII), la doctrina de la soberanía se perfila como la de la potestad originaria e ilimitada de disposición sobre el propio cuerpo político. Esa visión tradicional de la soberanía hace tiempo que dejó de tener una conexión verosímil con el estado de cosas vigente en la contemporaneidad.

En realidad, es un hecho que, desde Hans Kelsen (1889-1973), precursor del positivismo normativo que se expandió en la Europa desde mediados del siglo XX, hemos aceptado que el objeto del constitucionalismo consiste precisamente en la sujeción de todo el poder político al Derecho. Por lo que la soberanía no puede ser conceptuada sino como la disposición de las potestades y facultades para las que el órgano competente disfrute de título legítimo y de habilitación para actuar (esto es, de competencia y atribución para obrar).

Como también es un hecho que, a partir de la experiencia de la integración europea, el dogma de la soberanía ha venido perdiendo buena parte de su carga de persuasión. Y lo ha hecho toda vez que el proceso debe ser explicado como de virtual «cesión de soberanía» (que así se describe habitualmente la «atribución a una organización supranacional de competencias derivadas de la Constitución» de la que habla el art. 93 de la Constitución española de 1978) conducente a un equilibrio interactivo de «soberanías compartidas». Compartidas y, por tanto, una vez más, limitadas. Limitadas, cómo no, por el Derecho: por el Derecho europeo, como ordenamiento específico, también éste a la búsqueda de su legitimación democrática.

En este encuadre y contexto cobra sentido la herramienta del Derecho comparado para enfocar los caracteres jurídico-institucionales del PE en el marco general (cuadro de comparación) del parlamentarismo conocido y practicado en los Parlamentos nacionales de los EE.MM de la UE. Para comprender mejor la experiencia única del PE, y para resaltar sus líneas de confluencia con los rasgos comparados del parlamentarismo europeo y, ensanchando el foco, con los rasgos comparados del propio constitucionalismo europeo. Esto es, de una cultura constitucional común de sus EE.MM, y de un conjunto de valores, principios y reglas de sujeción y respecto del Derecho que dan forma y sustento a lo que consideramos «modelo social europeo».

En la doctrina y tratadística jurídica, llamamos Derecho comparado a una aproximación al conocimiento científico de los ordenamientos jurídicos —esto es, la ciencia del Derecho— que reviste caracteres y exigencias propias, tanto desde su objeto como desde su método.

Desde el punto de vista de su objeto, hace tiempo que aceptamos que el Derecho comparado no se practica simplemente yuxtaponiendo o sumando referencias normativas extranjeras. En el actual estadio de la ciencia del Derecho, el Derecho comparado no consiste en colacionar una sucesión de viñetas o diapositivas de disposiciones foráneas, históricas o actuales, incluso cuando la presentación de las situaciones jurídicas o institucionales propias de países terceros resulte amplia o exhaustiva, cubriendo la generalidad de sus características.

Es comúnmente aceptado que la comparación cobra sentido si —y solo si— se antepone previamente un criterio para el cual el repaso o la mirada a ordenamientos extranjeros revista alguna utilidad desde un en enfoque anunciado y por lo mismo acordado con el destinatario (los «lectores») del análisis. Huelga añadir que el principal sustrato de utilidad o de interés del concreto ejercicio de comparación residirá en su encuadre o línea de pertenencia a una cultura jurídica que arraigue en bases comunes, que observen rasgos compartibles, que tengan radicación en algún espacio, territorio o ámbito de integración regional en que la comparación se justifique y ofrezca motivos para la reflexión o arroje enseñanzas prácticas.

Desde el punto de vista del método, el Derecho comparado ha ido cobrando cuerpo en los estudios académicos de Derecho y Jurisprudencia desarrollados en las últimas décadas en los ámbitos de nuestro entorno. Contando con antecedentes en la Teoría general del Estado y en la Historia general del constitucionalismo y el Derecho Constitucional, prácticamente todas las familias científicas de nuestro entorno europeo, y en todas las ramas del estudio de los ordenamientos (privadas y públicas, civiles, societarias, administrativas, laborales, financieras, penales, procesales...) han conocido elaboraciones que han ensayado o practicado el método comparado. Y lo han hecho a los efectos de enriquecer el acervo o patrimonio intelectual de su materia, y favorecer soluciones prácticas a sus problemas (conflictos y litigios concretos ante los tribunales de Justicia, en el Derecho de casos: el denominado Case Law) inspiradas en experiencias extranjeras.

Las ventajas del método de la comparación se manifiestan a partir del reconocimiento de los elementos comunes, las columnas vertebrales de pertenencia a una cultura o familia de ordenamientos que valide la ampliación del foco de espectro del examen de que se trate para incorporar elementos de otros ordenamientos.

Pero también sugieren que esos elementos comunes ilustran, al mismo tiempo que el trasfondo compartido (en el caso europeo, su incardinación en la cultura del constitucionalismo democrático y social sobre el que, tras la IIGM, se construye lo que conocemos como «modelo social europeo»), las diferencias espigables entre ellos. Y que nos permitan, por tanto, identificar las singularidades y/o especificidades que en cada caso nos ayudan a explicar lo que de irrepetible y único tiene cada experiencia de edificación de una arquitectura propia de estatalidad —y, de paso, Nation-building, y de cultura y/o sentimiento de pertenencia de su ciudadanía o demos— a través de la herramienta del Derecho.

Los mejores desarrollos del Derecho comparado que han venido acopiándose en los países de nuestro entorno exhiben, desde este enfoque en que el método hace al objeto (principio que nos es familiar en la ciencia del Derecho), un fuerte compromiso europeo. Desde la escuelas francesas que lideró Louis Favoreu en Aix San Provence (de la que es ejemplo Pierre Bon), a las escuelas italianas (Giuseppe de Vergottini, Lucio Pegoraro, Luca Mezzetti en Bolonia, pero también los discípulos de Alessandro Pizzorusso en Pisa, o Roberto Romboli en Parma..), y su cultivo en Alemania (Peter Häberle maestro en Regensburg, Rainer Arnold...), hasta su desarrollo más reciente en España (del que es excelente ejemplo el Manual de Derecho Constitucional español y europeo dirigido y coordinado hace unos años por Diego López Garrido & Marcos Massó Garrote), el Derecho comparado que se practica en Europa arraiga y muestra, en efecto, en las bases y principios que dan razón y sentido al concepto de constitucionalismo europeo que explican sus tratadistas en esta disciplina (Francisco Rubio Llorente, Pedro Cruz Villalón Luis López Guerra, Pablo Pérez Tremps, Luis M Díez Picazo, Ricardo Alonso, Antonio Bar, Francisco Balaguer Callejón, Gregorio Cámara Villar, Miguel Azpitarte...).

Es innegable, sin embargo, que la operación por la cual se procede a transportar las categorías dogmáticas de la Constitución y el constitucionalismo al Derecho europeo suscita —desde los inicios de la integración supranacional— algunas perplejidades difícilmente reductibles. Siquiera sea porque el vocablo constitucionalismo no alude sólo a la teoría adecuada a la interpretación de cada Constitución nacional, sino a un proceso histórico orientado a fundar, estructurar y limitar el poder político en Derecho. Esta segunda acepción resulta mucho más útil y productiva a la hora de explicar la construcción europea.

De hecho, este camino —en el que se entrecruzan escuelas de pensamiento doctrinal y diversos enfoques de explicación del proceso histórico de configuración de la UE— ha sido empedrado poco a poco, en diversas lenguas europeas, por una doctrina que proyecta su manejo habitual de las categorías constitucionales sobre su comprensión del ordenamiento comunitario europeo. Baste pensar en las aportaciones, en la literatura anglosajona, de Th. Hartley o J.H. Weyler; en la francesa, J.V. Louis o V. Constantinescu; en la alemana, J. Habermas, P. Häberle o I. Pernice; en la italiana, A. La Pergola o L. Pegoraro; en la española, F. Rubio Llorente, R. Alonso García, P. Cruz Villalón, F. Balaguer Callejón, J.M. de Areilza, S. Muñoz Machado, G.C. Rodríguez Iglesias, A. Mangas, G. Garzón Clariana, A. Valle Gálvez, A. López Castillo, L.M. Díez-Picazo…

En el ámbito europeo, la idea de la «integración» como categoría jurídica de nueva generación (como la explican, entre otros, A. Lopez Castillo, P. Pérez Tremps) vino a reiluminar un debate, esencialmente doctrinal —lo cual es, a su vez, expresivo de la dimensión nomocrática de la construcción europea—, sobre la siempre problemática «constitucionalización» de Europa.

El material de trabajo para esta discusión doctrinal —en la que el juicio de algunos autores hay mucho de wishful thinking y de voluntarismo, políticamente interesado— lo prestan las diversas piezas de ese sistema que en el Derecho europeo vienen conociéndose ya como «Derecho primario» u «originario» de la UE: los Tratados fundacionales (Tratado de la CECA en París, 1951, y Tratados de la CEE y Euratom, Roma 1957), sus sucesivas reformas (1965, 1986, 1992 y 1997), la desembocadura del ciclo constitucional europeo que conduce al Tratado de Lisboa (TL, 2009) y los Tratados de adhesión de los EE.MM.

De acuerdo con la peculiar estructura de estas fuentes, su proyección normativa ha recibido inspiración en la jurisprudencia interpretativa de los mismos del TJUE. Puede afirmarse, pues, que nos hallamos ante una decisiva afirmación de su función hermenéutica de rasgos constitucionales: SSTJUE Van Gend&Loos (1963), Simmenthal (1978), Les Verts (1986), Dictamen EEE 1/92, etc... Pero también, en correlación con todo ello, ante la generación, de la mano de este acervo jurisprudencial europeo, de una cultura constitucional común (el ius commune europeo), síntesis de las tradiciones constitucionales compartidas (Imperio de la ley, derechos fundamentales, separación de poderes, garantías jurisdiccionales) (P. Häberle, R. Alonso García...).

Abundando en este análisis, L. M. Díez Picazo se ha preocupado por individuar al menos cuatro acepciones relevantes de la idea de Constitución europea, en estricta relación con el material de trabajo que sirva de plataforma para la reflexión:


	
a)  La primera acepción descansa en la referencia a la aportación protoconstituyente de las elaboraciones jurisprudenciales del TJUE (Rasmussen, Mancini...).

	
b)  La segunda, intentaría identificar la Constitución europea en el conjunto trabado por las piezas fundamentales de la que cabría denominar «regla esencial del Ordenamiento comunitario», la clave de bóveda, pues, de su sistema de fuentes y las señas esenciales para su identificación (Bernhardt).

	
c)  Desde una tercera óptica, S. Cassese ha cifrado en la identificación de la estructura de poder (el sistema político-institucional) interno de la Comunidad su «constitución interna», dándose aquí, como es sabido, una viva discusión en torno a la recognoscibilidad de su forma de gobierno respecto de las categorías conocidas hasta hoy (¿una nueva versión bicéfala de la tradicional tripartición de poderes?; ¿un presidencialismo —cuya cabeza y motor sería el Consejo Europeo, y cuya administración bicéfala asegurarían la Comisión y el Consejo de Ministros—, incipientemente expresivo de un proceso protofederalizante o ¿un OPNI/«objeto político no identificado»?).

	
d)  Una cuarta acepción enfatiza una variante de la tercera línea de aproximación apuntada: la que ve en la Constitución europea las bases de una emergente federación de Estados a través del Derecho (Hartley, Weiler...), dando realmente por buena la versión que hace de la Comunidad europea, por encima de ninguna otra cosa, una Comunidad de Derecho, así como la generación de una cultura común de instrumentos y conceptos compartidos.



Bien es sabido, no obstante, continúa Diez Picazo, que la sola idea de Constitución encierra significaciones claramente polisémicas y polifuncionales en ese marco cultural que, pese a todo, compartimos. Sabemos, efectivamente, que su acepción politológica alude a la organización distintiva de la autoridad, el poder y la producción de normas en una comunidad. Sabemos también que, desde H. Kelsen, podemos individuar la idea de Constitución en la pieza basilar o fundamental de un orden o sistema de Derecho: la constitución, esto es, esa GrundNorm, sería esa norma a partir de la cual, o de conformidad con la cual, resulta posible deducir la validez de las demás.

Pero sabemos igualmente que el constitucionalismo occidental, esa cultura compartida sobre la que gravitamos, se acompaña también de una dimensión material —relativa a sus contenidos mínimos e inexcusables— y de una dimensión formal, acrisolada, en el tiempo, por el saber jurídico: desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, la aseguración de los derechos y libertades del ciudadano y la limitación jurídica del poder público (separación de poderes y checks & balances) formarían, desde luego, el eje conductor del movimiento histórico que viene en denominarse, por ello, el constitucionalismo.

Desde este punto de vista, cuatro desafíos se interponen frente a la reconsideración de la idea de «lo constitucional» dentro de un ordenamiento jurídico de escala europea y con fuentes propias, para aceptar un objeto al que podamos llamar Constitución europea:


	
a)  La relativización del valor de la rigidez, la supremacía y formalidad de la Constitución;

	
b)  La afirmación de un control concentrado o compartido de constitucionalidad (de naturaleza e instrumentación jurisdiccional);

	
c)  La identificación de un poder constituyente democrático; y

	
d)  La superación del llamado déficit democrático (que no sería déficit tan solo, como a menudo se piensa, de origen o legitimación, sino también de ejercicio, de funcionalidad y proyección con respecto a sus fines, que no pugnan todavía por su generalidad ni por su universalidad, toda vez que nacieron limitados al ámbito económico y social, habiendo tardado en extenderse a los ámbitos civil, político, penal y procesal penal, al menos no con la misma fuerza) (P. Häberle, G. Zagrebelski, F. Lanchester...).



En fin, como corolario a estas consideraciones sobre la decantación progresiva de una conciencia constitucional europea, preciso es prestar atención a las interacciones dinámicas generales ante el proceso de «constitucionalización de Europa» y los sistemas constitucionales de los EE.MM. En especial, el diálogo entre sistema judicial europeo (TJ, TG y, desconcentradamente, en especial a través de la técnica de la cuestión prejudicial del art. 267 TFUE, los poderes judiciales de los EE.MM) y las jurisdicciones de los EE.MM. Y ello alude, como mínimo, a los siguientes cinco planos de reflexión y de análisis.


	
a)  Un primer desafío residiría en la recepción de un concepto común y suficientemente compartido de Constitución europea, bien a través de un texto jurídico reforzado (una «Constitución» europea resultante del esfuerzo «constituyente» ad hoc), bien a través de una suerte de supertratado (ensamblaje de los textos del actual Derecho primario u originario) revestido de un conjunto de declaraciones y principios. De hecho, es de todos sabido que, conforme a la visión doctrinal de no pocos tratadistas, la UE disfrutaría ya de una Constitución. Una Constitución, como es obvio, mayormente iluminada por el acquis communautaire y por el conjunto trabado de leading-cases y rulings del TJUE, gran impulsor de la idea de «Europa» como «Communauté de Droit».

	
b)  Un segundo desafío atiene la definición progresiva de lo que podemos llamar «forma constitucional» de las relaciones entre UE y EE.MM. Dicho con otras palabras: se trataría de perfilar cómo los instrumentos jurídicos básicos de la UE afectan a la definición del orden constitucional de los Estados miembros. Cómo interactúan las relaciones de poder y las transferencias de soberanía sobre los sistemas internos de los Estados miembros, a veces realimentando, de manera paradójica, la significación de los Estados-Nación.

	
c)  Un tercer reto concierne a la prefiguración de las estrategias alternativas para el «crecimiento» de la UE: de un lado, la «ampliación» (especialmente hacia el Este); de otro, la «profundización». Un emplazamiento inminente para este desafío reside en la Conferencia sobre el futuro de Europa anunciada por la Presidenta de la Comisión Europea para el mandato 2019/2024, Ursula von der Leyen, en su debate de investidura ante el PE.

	
d)  Un cuarto reto es conexo con el anterior, en la medida en que convoca a una reflexión centrada en las necesarias reformas institucionales a acometer en la UE. Se trataría, en otros términos, de cómo reacondicionar el equilibrio de poderes en la UE; de cómo apuntalar la superación del llamado «déficit democrático» de la UE en materia de legitimación, de procedimientos y, sobre todo, de fines.

	
e)  Pero aún queda un quinto reto: la superación de la idea de constitucionalización de Europa como cura-contra todo y bálsamo de fierabrás. Se trataría, en otras palabras, de rehuir la tentación, tantas veces conducente al fracaso y a la frustración, de deslizarse en la pendiente del «optimismo juridizante», esa enfermedad infantil del juridicismo, sólo que en esta ocasión a escala paneuropea. Conviene, en definitiva, relativizar razonablemente la —genuina, aunque limitada— potencia transformadora del instrumento jurídico-constitucional en Europa.



Esta aproximación constitucionalista a la UE se ha intensificado, lógicamente, en la medida en que tenía lugar el despliegue progresivo del ciclo constituyente europeo que consumió la primera década de este siglo XXI. Este ciclo arrancó de la insatisfacción respecto del Tratado de Niza (2001) y se prolongó a través de la «no-nata» Constitución Europea (la que resultó en su día de la Convención constituyente, 2001-2003), el fallido Tratado Constitucional de 2004 (encallado en los sucesivos referéndums francés y holandés); culminado, finalmente, en su desembocadura, tras dos años de bloqueo, en el Tratado de Lisboa (TL, vigente desde 2009).

No se pierda de vista que el TL no sólo procedió a refundir la (a menudo denostada) maraña legislativa de los Tratados anteriores, sino también a reforzar el estatuto de la ciudadanía europea, y el PE como legislador (única institución directamente electiva, legitimada en el sufragio universal de la ciudadanía europea) y, sobre todo, a proclamar la Carta de Derechos Fundamentales de la UE (¡por fin un Bill of Rights europeo!) con el «mismo valor jurídico» que los Tratados (art. 6.2 TUE).

Ciertamente, desde entonces, la idea constitucional de la UE tiene más fuerza que nunca. Y ello porque, desde el TL, la UE ha pasado a ser, con más fuerza que nunca antes, algo más que una mera «organización internacional» sujeta a los patrones clásicos del Derecho internacional público que rige las relaciones interestatales y las organizaciones internacionales.

Para corroborarlo, ¡baste pensar en que no existe ninguna genuina organización de Derecho Internacional que cuente con un Parlamento multinacional directamente electivo ni que proteja a sus ciudadanos con una Carta de Derechos supranacional y vinculante; ni que garantice a sus ciudadanos un acceso directo (recurso de anulación y recurso por omisión) y un acceso indirecto (la cuestión prejudicial) al Tribunal de Justicia (TJUE), que actúa como garante de los principios constitutivos de primacía, eficacia directa y aplicación uniforme del Derecho de la Unión (tal como corroboran las sentencias del TJUE, desde Van Gend & Loos de 1963 y Costa/Enel de 1964).

Sí, efectivamente, desde el TL el Derecho Europeo es más constitucional que antes. Más que nunca en el pasado. Pero lo es, para serlo, de un nuevo constitucionalismo que debería cualificarse como «Derecho pos-nacional» (en la medida en que supera la tradicional identificación entre la Constitución y el Estado nación), «Derecho post-estatal» (que expresa la superación de esa identificación del Derecho constitucional con respecto del Estado como forma política, puesto que el carácter supranacional consiste en la primacía del Derecho europeo, que desplaza al estatal por consentimiento expreso o implícito de los Estados miembros), y «Derecho pos-soberano» (dando asimismo por superada la tradicional acepción de la «soberanía» vinculada al poder «originario» e ilimitado del absolutismo).

Dentro de esas coordenadas, varias escuelas de pensamiento compiten por dar cuenta de los rasgos definitorios del fenómeno del constitucionalismo europeo de la «integración», de los «Estados integrados» de la UE. Repasando sus acepciones más significativas, podríamos distinguir tres líneas:


	
a)  Por un primer lado, la tesis de la «soberanía compartida» (Neil McCormick, entre otros), caracterizada por una comprensión pragmática de la «relativa incertidumbre» de la tradicional noción de la soberanía estatal en el contexto jurídico y político de la integración europea.

	
b)  En una segunda línea figura la tesis del «contractualismo federativo» (Joseph H. Weyler, entre otros), que postula una visión de la Constitución en cuanto documento escrito o textualidad formal (con un enfoque éste que también exhibe matriz anglosajona), al servicio de una comprensión «federativa» de Europa. En esta funcionaría una jerarquía formal de la norma europea (unión «por arriba»: el Derecho) junto a una jerarquía material a los Estados (principio de «tolerancia constitucional» en la cesión y/o atribución de «competencias de soberanía»; unión «desde abajo»: el Estado).

	
c)  Complementaria de las anteriores (y otras) construcciones de factura eminentemente técnica con presencia en el debate, destaca la fuerza emergente de la llamada teoría del «pluralismo jurídico» que subyace a la doctrina (cada vez más frecuentada) del «constitucionalismo multinivel».



Ingolf Pernice, Albrecht Weber o Yves Mény serían, entre otros muchos autores, algunos destacados exponentes de esta aproximación al carácter dialogal, abierto y complementario de un constitucionalismo europeo que conjuga el Derecho constitucional europeo y el Derecho constitucional de los EE.MM.

Ello presupone, comporta y exige —y todo ello al mismo tiempo— un diálogo del TJUE con los Tribunales Constitucionales y con el Poder Judicial de los EE.MM. Este diálogo puede conocer momentos de tensión: así, en Italia (caso Granital de 1984); en Alemania (casos Solange I de 1974, Solange II de 1986, Tratado de Maastricht de 1993, TL de 2009, …hasta la reciente sentencia del TCF alemán, 5 de mayo de 2020, sobre el programa de compra de deuda del BCE); en Francia (Decisión del Consejo Constitucional francés sobre el TL en 2004); y en España (Decisión constitucional sobre el TL en 2004). Y, en la jurisprudencia del TJUE sobre casos de especial relieve y conflictividad: casos de la Euroorden, juicios en contumacia (rebeldía) en 2013; desahucios en 2014, asunto éste, por cierto, que el TJUE ha enfocado con un ángulo europeo que ha marcado la diferencia respecto de la respuesta que habían recibido antes en los tribunales internos, TC español incluido.

Finalmente, en el curso de este diálogo interordinamental y jurisprudencial han venido desprendiéndose dos lecciones aprovechables para la consolidación de una «teoría constitucionalmente adecuada» (K. Stern, K. Hesse, P. Häberle…) de ese emergente (y emergido) Derecho constitucional europeo:


	
a)  De un lado, la superación de los últimos vestigios del viejo monismo jurídico (el ordenamiento interno acoge por una «compuerta» o «escotilla de respiración» las normas internacionales y decide incorporar, a partir de ese momento, su también «Derecho interno») en favor de su enfoque alternativo, el pluralismo jurídico (que reconoce la existencia de ordenamientos autónomos con principios relacionados basados en los criterios de eficacia y aplicabilidad, y no en las categorías dogmáticas de la jerarquía normativa).

	
b)  De otro, la conceptualización de una idea de la «primacía» del Derecho europeo (Declaración 17 anexa al TL; y las históricas sentencias del TJ Van Gend & Loos de 1963 y Costa/Enel de 1964) como una noción diferenciada de la «supremacía» de la Constitución nacional (y en este sentido se explica la Declaración del TC de 2004 sobre el TL).



Por todas estas razones, habrá que concluir al respecto que todo análisis solvente de Derecho comparado en el marco conceptual del constitucionalismo europeo requiere prestar atención no sólo a sus principios formales sino también a sus contenidos materiales. Ejemplo (y, a la vez, corolario) de la madurez alcanzada por esas aproximaciones constitucionales a la integración supranacional europea es la afluente aportación que dimana, para esta rama del Derecho, de prestigiosos institutos y tanques de pensamiento de neto marchamo europeo, como representan los casos del Instituto Universitario Europeo de Florencia (Fiésole) o del Colegio de Europa en Brujas. También ilustran este método los apreciables Servicios de Documentación del PE (Policy Papers) y su Departamento de Investigación (Research Papers), tanto sobre la base de su elaboración con fuentes propias de Derecho y legislación comparada en todos los EE.MM de la UE a la hora de abordar las iniciativas legislativas puestas en marcha por la Comisión Europea, como también, en su caso, con el apoyo de Think-tanks o Grupos universitarios de Investigación sobre asuntos indicados por cada Comisión del PE como objeto susceptible de informe de iniciativa (INI Report, equivalente a la Proposición No de Ley, PNL, del parlamentarismo español) para incoar la posterior iniciativa legislativa de la Comisión.

Pero llegados aquí debe advertirse que este acervo evolutivo que apunta a la conformación del constitucionalismo europeo como un genuino work in progress, sintetiza su objeto y su método con renovada intensidad desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa (TL) y la Carta de Derechos Fundamentales de la UE (CDFUE), en diciembre de 2009. El TL y la CDFUE sintetizan, en efecto, los materiales de la no nata Constitución Europea (encallada en los fallidos referendos en Francia, en Países Bajos, dos EE.MM fundadores de la construcción europea) y del subsiguiente Tratado Constitucional Europeo (que fue, por cierto, sometido a referéndum en España, febrero de 2005, con abrumador porcentaje mayoritario de apoyo).

Las bases institucionales de este constitucionalismo europeo —con mayor densidad que ningún otro extremo del rompecabezas resultante (TUE, TFUE y CDFUE), tras su desbloqueo que dio lugar, como desembocadura, a la entada en vigor del TL en 2009—, son las que actualmente expresan los primeros artículos del TUE.

En modo muy particular, el art. 2 TUE cuando actualiza sus principios definitorios y sus valores comunes. Conforme a estas, todos los EE.MM de la UE se vinculan, al ratificar el TL para su entrada en vigor, a las reglas del Estado de Derecho y del Imperio de la Ley, democracia representativa (con separación de poderes y un Poder Judicial independiente y garante de los derechos fundamentales), derechos y libertades (libertad e igualdad), pluralismo político, protección de minorías (y garantía de la función de oposición democrática).

Estos principios y valores actualizan, en efecto, las que anteriores estadios del debate sobre la democracia y el Estado de Derecho en el constitucionalismo europeo venían siendo conocidos como «criterios de Copenhague» (por haber sido originariamente acordados bajo Presidencia danesa, en 1993, como criterios de exigencia a Estados europeos terceros para formalizar la candidatura de acceso a las negociaciones de los protocolos de adhesión a las CCEE y luego a la UE, con vistas a convertirse eventualmente en EE.MM de pleno derecho del «club»).

Baste aquí esta referencia a una secuencia problemática para la superación del llamado «Dilema de Copenague» (cómo asegurar la observancia de los «criterios de Copenhague» cuando ya se es miembro del club). De su complejidad e interés da cuenta una extensa serie de Resoluciones del Parlamento Europeo (PE). Resoluciones adoptadas sobre la conveniencia de conformar un «Marco de Estado de Derecho, Democracia y Derechos fundamentales». Se trata de un dispositivo (Mechanism, en la jerga) que insta a la Comisión Europea, con la plena implicación del PE y la colaboración de la Agencia Europea de Derechos Fundamentales (FRA, con sede en Viena) a examinar, con carácter general («holístico»), permanente (sistemático), y regular (anualmente), la adecuación a estos principios de la legislación y reformas de la Constitución en todos los EE.MM.

Y que permita, además, enervar, llegado el caso, una «alerta temprana» sobre las situaciones que indicien el «riesgo» de infracción de los «criterios» que contempla el art. 7 TUE. Esta disposición prevé el procedimiento para la constatación de su «violación sistemática» anudando la activación de las correspondientes sanciones, que pueden incluso alcanzar la suspensión de los derechos de voto en el Consejo del Estado incumplidor de los principios vinculantes del art. 2 TUE. A todo lo cal sigue el mandato, por Resolución del PE, de vincular el acceso al Presupuesto y los Fondos de la UE al estricto cumplimiento de esos mismos parámetros en democracia y derechos. Sobre esto nos detendremos con mayor extensión en el Capítulo 5.

Pero, visto lo visto, todo parece indicar que la soberanía es un concepto que ha dejado de ser auto-explicativo y, por tanto, ha dejado de ser útil. Ni siquiera nos ayuda a explicarnos el tránsito experimentado por el proyecto europeo, desde sus primeros estadios económicos y comerciales hasta llegar a abrazar una naturaleza política, intrínseca a la formulación que le imprimieron en su día los llamados «padres fundadores» Jean Monnet y Robert Schuman, inspiradores de la acción de los gobernantes de aquella hora auroral europea (Alcide de Gasperi, Konrad Adenauer, Paul Henri Spaak… y Winston Churchill, al otro lado del Canal). Porque de modo análogo a como ha sucedido a otras veces en la historia, y por ello mismo único e irrepetible en sí (puesto que todas las experiencias constitucionales lo son, en su origen, en su ciclo constituyente y en su resultado), la UE se embarcó hace tiempo en una ambición política y una dimensión constitucional que hoy trascienden netamente los objetivos primigenios, orientados a la articulación de un «mercado común».

Regido al principio, en efecto, por libertades de naturaleza económica (—las clásicas cuatro libertades: libre circulación de bienes, capitales, servicios y trabajadores—), fue, tras las inapelables lecciones de la II Guerra Mundial, en los años 50 y 60 del siglo XX, como arrancó el proceso que debía conducir a aquel «mercado común» que en su día fue completado con el «mercado interior»: Se trató así de abrirle cauce a la política de «petit pas». Se trataba, en otras palabras, de darle aliento a una aproximación entonces llamada «funcionalista» a la integración europea: de acuerdo en este enfoque, Europa, la Comunidad Europea, no se haría «de una vez», sino por la acumulación de «pequeños pasos» a la hora de poner en común las antiguas regalías de Estados que, el pasado, habían estado muchas veces en guerra los unos contra los otros, para llegar a ser, por fin, socios de un mismo proyecto común, bajo unas mismas reglas de juego, regido por el Derecho dimanante de sus propios actos de voluntad de integración.
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